
Santiago, ocho de julio de dos mil veinticuatro.

VISTOS:

En estos autos Rol N° C-18110-2020 del Décimo Octavo Juzgado Civil de 

Santiago,  en  procedimiento  ordinario  de  indemnización  de  perjuicios,  por 

sentencia de diez de junio de dos mil veintidós, no se hizo lugar a la demanda por  

indemnización de perjuicios por daño moral deducida en contra del Fisco de Chile.

Impugnada  esa  decisión,  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  por 

sentencia de diecinueve de mayo de dos mil veintitrés, la confirmó.

Contra  esa sentencia  el  demandante,  dedujo  recurso de casación  en el 

fondo, el que se ordenó traer en relación.

CONSIDERANDO:

1°) Que, el demandante deduce recurso de casación en el fondo invocando 

la existencia de un error de derecho, ya que en el razonamiento judicial hay una 

flagrante  infracción  a  las  leyes  reguladoras  de  la  prueba.  Estimando  que  se 

vulneran los artículos 19, 20, 21, 22, 23 y 24 del Código Civil, en relación con los 

artículos 1698, 1712, 2314 y 2329 del mismo cuerpo legal.

Denuncia, que existió una falsa aplicación del artículo 1698 del Código Civil, 

al exigir probar hechos públicos y notorios como son los sufrimientos de quienes 

experimentaron  de  forma  personal  la  prisión  política  y  la  tortura.  Los  hechos 

notorios son aquellos que forman parte de la cultura normal propia de determinado 

círculo social y respecto de los cuales no se exige prueba de éstos por economía 

procesal y prestigio de la judicatura.
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Sostiene que el criterio del Tribunal de Alzada –al confirmar la decisión del 

juzgado civil- constituye un error de derecho que debe ser subsanado.

Destaca que para la opinión dominante de la doctrina, basta que la víctima 

acredite la lesión de un bien personal para que se infiera el daño. En el caso en 

cuestión, el daño causado es obvio, público, notorio y quedó asentado como un 

hecho de la causa.

Explica  que  el  demandante  fue  víctima  de  violación  a  los  derechos 

humanos, hecho que no fue controvertido, toda vez que se encuentra reconocido 

por el Estado de Chile, que el demandante figura en la nómina de víctimas de 

tortura  y  detención  ilegal  del  Informe  Valech,  lo  que  además  es  reconocido 

expresamente  en  la  sentencia  de  primera  instancia  y  confirmado  por  el  fallo 

recurrido,  debió  aplicarse  el  artículo  63.1  de  la  Convención  Americana  sobre 

Derechos Humanos, que obliga en el caso de violaciones a los derechos humanos 

el resarcimiento de los daños, mediante un justa indemnización. 

Finaliza solicitando acoger el recurso de casación en el fondo, se invalide la 

sentencia recurrida, y en su reemplazo, acto continuo y sin nueva vista, dicte una 

que acoja la demanda, con costas.

2°) Que, para una adecuada resolución del asunto planteado por el recurso 

de nulidad sustancial, importa advertir que se fijaron como hechos en esta causa:

“6°) Que, sin perjuicio de no haber rendido probanza alguna en estos autos,  

es  del  caso  que  conforme  lo  consignado  por  el  oficio  singularizado  en  el  

considerando cuarto de esta sentencia, unido a los términos en que fue efectuada  

la contestación de la demanda, ello en estricta relación a lo preceptuado en el  
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artículo 1° de la Ley N°19.992 que establece Pensión de Reparación y otorga  

otros beneficios a favor de las personas que indica, se tendrá por acreditado que  

don José Norvio González Mella es víctima de violación a los derechos humanos”.

3°)  Que,  en  el  caso  de  estos  antecedentes,  en  conformidad  con  los 

presupuestos  fácticos  reseñados  en  el  fallo  que  se  revisa  y  reproducidos 

precedentemente,  resulta  palmario  que  la  parte  actora  satisfizo  su  carga 

probatoria en cuanto se estableció como un hecho de la causa la existencia del 

reconocimiento  por  parte  del  Estado  de  la  calidad  de  víctima  del  actor  de 

violaciones a sus derechos humanos efectuada por  agentes estatales,  estando 

detenido por 1 día en el que fue torturado por agentes del Estado y asimismo fue 

reconocido como víctima de violación a los Derechos Humanos por la Comisión 

Nacional sobre Prisión Política y Tortura.

4°)  Que,  un antecedente  necesario  a considerar  en el  caso en análisis, 

como lo ha señalado esta Corte (SCS N° 157962 de 15 de noviembre de 2023,  

SCS N° 34828-23 de 15 de mayo de 2024), es el contexto histórico en que se 

verificó  el  ilícito  acreditado,  durante  un  período  de  extrema  anormalidad 

institucional  en el  que los agentes  que representaban al  gobierno de la época 

abusaron de aquella  potestad  y representación,  produciendo agravios  de tanta 

gravedad como el que aquí se estudia, por lo que el Estado de Chile no puede 

eludir su responsabilidad legal de reparar dicha deuda de jure. A lo anterior obliga 

el Derecho Internacional, traducido en Convenios y Tratados que, por disposición 

constitucional, le son vinculantes, como ocurre, por ejemplo, entre otros, con la 

propia Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados,  que se encuentra 
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vigente en nuestro país desde el 27 de enero de 1980, la que establece en su 

artículo 27 que el Estado no puede invocar su propio derecho interno para eludir 

sus  obligaciones  internacionales,  pues de hacerlo  comete  un hecho ilícito  que 

compromete la responsabilidad internacional del Estado.

De  esta  forma,  el  derecho  de  las  víctimas  a  percibir  la  compensación 

pecuniaria correspondiente implica la reparación de todo daño que se les hubiere 

ocasionado, lo que se hace posible con la recepción del Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos en nuestra legislación interna, conforme a lo dispuesto en 

el  artículo  5º  de  la  Constitución  Política  de  la  República  que  señala  que  “el  

ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el  respeto de los derechos  

esenciales que emanan de la naturaleza humana”.

5°)  Que, de lo que se ha venido señalando, se desprende que el Estado 

está  sujeto  a  la  regla  de  la  responsabilidad,  la  que  no  es  extraña  a  nuestra 

legislación, pues el artículo 3 del Reglamento de La Haya de 1907 señala que “La 

parte  beligerante  que  viole  las  disposiciones  de  dicho  Reglamento  será  

condenada, si  hubiere lugar,  a pagar una indemnización.  Será responsable de  

todos los actos cometidos por las personas que formen su ejército”. Complementa 

lo anterior el artículo 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

en cuanto señala que “Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en  

el  presente  Pacto  hayan sido  violadas  podrán interponer  un  recurso  efectivo”, 

recurso que supone el derecho a buscar y conseguir plena reparación, incluida 

restitución, indemnización, satisfacción, rehabilitación y garantías de no repetición.
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En este contexto encontramos el Principio IX, numeral 15 de los Principios y 

directrices  básicos  sobre  el  derecho de las  víctimas de violaciones  graves  del 

derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, 

adoptados por la Comisión de Derechos Humanos en su Resolución 2005/35 de 

19 de abril de 2005, el cual señala que “Conforme a su derecho interno y a sus  

obligaciones jurídicas internacionales, los Estados concederán reparación a las  

víctimas  por  las  acciones  u  omisiones  que  puedan  atribuirse  al  Estado  y  

constituyan violaciones manifiestas  de las normas internacionales  de derechos  

humanos o violaciones graves del derecho internacional humanitario”.

En síntesis,  la obligación de reparación es una carga que pesa sobre el 

Estado que ha violado derechos humanos, obligación que es parte del estatuto 

jurídico de Chile, conforme se viene señalando.

6°) Que, en este contexto valga recordar que la Constitución Política de la 

República de Chile dispone en su artículo 6° que, “Los órganos del Estado deben  

someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella. Los  

preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos  

órganos como a toda persona, institución o grupo. / La infracción de esta norma  

generará  las  responsabilidades  y  sanciones  que  determine la  ley”.  En  sentido 

convergente, el Decreto con Fuerza de Ley N° 1/19.653., de la Secretaría General 

de la Presidencia, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 

N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del 

Estado,  dispone  en  su  artículo  3°  que  “la  Administración  del  Estado  está  al  

servicio de la persona humana, que su finalidad es promover el bien común, y que  
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uno de los principios a que debe sujetar su acción es el de responsabilidad ”; y, 

consecuentemente  con  ello,  en  su  artículo  4°  dispone  que  “el  Estado  será 

responsable por los daños que causen los órganos de la Administración en el  

ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren  

afectar al funcionario que los hubiere ocasionado”. Cabe observar que este mismo 

principio se encuentra incorporado en la ley común, según se confirma con lo que 

dispone el artículo 2320 del Código Civil.

Siguiendo con esa línea, la reparación generada por el delito, además de aparecer 

formulada generalmente  de modo expreso,  está  instituida  implícitamente  en  la 

institución jurídica de la responsabilidad, de modo que es precisamente en los 

ilícitos  que  emanan  -entre  otros-  de  este  tipo  de  escenarios,  de  extrema 

convulsión social, donde el Estado debe, con justa propiedad y energía, conformar 

la pertinente acción reparatoria, inherente a la paz social, cual es uno de sus fines 

primordiales.

Así,  de  acuerdo  con  las  normas  de  derecho  sobre  responsabilidad  del 

Estado ya citadas,  no cabe sino concluir que el daño moral causado debe ser 

indemnizado por el Estado de Chile, demandado de autos.

7°) Que, en cuanto a que lo demandado a título de indemnización por daño 

moral debe ser legalmente acreditado, se tiene presente que en lo atingente a la 

prueba del daño moral la jurisprudencia reiterada de esta Corte afirma que éste es 

la lesión efectuada culpable o dolosamente, que acarrea molestias en la seguridad 

personal del afectado, en el goce de sus bienes o en un agravio a sus afecciones 

legítimas, de un derecho subjetivo de carácter inmaterial e inherente a la persona 
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e  imputable  a  otra.  Daño  que  sin  duda  no  es  de  naturaleza  propiamente 

económica y no implica, en consecuencia, un deterioro o menoscabo real en el 

patrimonio de la misma, susceptible de prueba y determinación directa; sino que 

posee una naturaleza eminentemente subjetiva.

Así,  atendida  esta  particularidad,  no  pueden  aplicarse  para  precisar  su 

existencia las mismas reglas que las utilizadas para la determinación de los daños 

materiales,  que  están  constituidos  por  hechos  tangibles  y  concretos,  que 

indudablemente deben ser demostrados, tanto en lo que atañe a su especie como 

a su monto.

8°) Que, la comprobación de la transgresión o agravio del derecho subjetivo 

envuelve  per  se,  la  prueba  de  la  efectividad  del  daño  moral,  de  manera  que 

acreditada  la  calidad  de  víctima  de  violaciones  a  sus  derechos  humanos  por 

agentes  del  Estado  en  la  persona  del  actor,  forzoso  es  concluir  que  se  ha 

producido dicho perjuicio y que debe ser reparado, lo que no podría ser de otra 

forma en tanto  que materialmente es  difícil,  por  no decir  imposible,  medir  con 

exactitud la intensidad con que esas violaciones han afectado al demandante, por 

la naturaleza del perjuicio producido, de todo lo cual se concluye que, este tipo de 

menoscabo,  no  requiere  ser  fundamentado  ni  probado  en  la  forma  alegada, 

considerando, como se ha dicho, el carácter moral que reviste y es justamente allí  

donde radica el error de derecho reclamado por la recurrente.

En efecto,  la naturaleza e intensidad del  dolor  no hace indispensable la 

prueba sobre el mismo, por tratarse de un hecho evidente en cuanto a que las 

violaciones  a  los  derechos  de  una  persona,  en  el  contexto  institucional  de  la 
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época, a manos de agentes del Estado, produce sufrimiento a esa víctima, lo que 

no requiere de evidencia, daño que debe ser indemnizado, tomando en cuenta 

todos  los  antecedentes  reunidos  y  debiendo  hacerse  sobre  el  particular  una 

apreciación equitativa y razonable por el tribunal.

9°)  Que,  en  razón  de  lo  anterior,  cuando  los  sentenciadores  del  grado 

reprochan la falta de prueba del daño alegado, imponen sobre el actor una carga 

probatoria improcedente. En efecto, parece desacertado y contradictorio que se 

estime  demostrado  el  hecho  dañoso  y  se  le  califique  como  un  delito  lesa 

humanidad, para después declarar que el daño moral no ha sido probado por el 

actor –víctima directa-, a pesar de haber sufrido directamente las acciones de los 

agentes estatales.

Con  dicho  yerro,  dejan  de  aplicar  los  preceptos  sobre  responsabilidad 

extracontractual  del  Estado  por  un  hecho  de  sus  agentes,  especialmente  los 

artículos 2329 del  mismo cuerpo normativo,  1°,  5°,  6°,  7° y 38 inciso 2° de la 

Constitución Política de la República, además de los artículos 1.1, 2, 63.1 y 25 de 

la Convención Americana de Derechos Humanos y 27 de la Convención de Viena.

De este modo, se configura el vicio de casación denunciado, lo que torna 

procedente la invalidación de la sentencia.

Por estas consideraciones y lo previsto en los artículos 764, 767, 785 y 805 

del Código de Procedimiento Civil, se declara:

Que  se  acoge  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  formalizado  por  el 

demandante  don  José  Norvio  González  Mella,  en  contra  de  la  sentencia  de 

diecinueve de mayo de dos mil veintitrés, dictada por la Corte de Apelaciones de 
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Santiago, la que, en consecuencia, es nula y se la reemplaza por la que se dicta a 

continuación, separadamente y sin nueva vista.

Regístrese

Redacción a cargo de la Abogada Integrante señora Etcheberry.

Rol N° 119318-2023

Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros 

Sres. Manuel Antonio Valderrama R., Leopoldo Llanos S., Jean Pierre Matus A., y 

los Abogados Integrantes Sra. Leonor Etcheberry C., y Sr. Carlos Urquieta S. No 

firma el Ministro Sr. Llanos y el Abogado Integrante Sr. Urquieta, no obstante haber 

estado en la vista de la causa y acuerdo del fallo,  por estar con feriado legal y 

ausente, respectivamente.
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En Santiago, a ocho de julio de dos mil veinticuatro, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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Santiago, ocho de julio de dos mil veinticuatro.

En  cumplimiento  de  lo  prescrito  en  el  artículo  785  del  Código  de 

Procedimiento Civil, se dicta la siguiente sentencia de reemplazo:

Vistos:

Se reproduce la sentencia en alzada, con excepción de su razonamiento 

17°), que se elimina y del fallo de casación que precede, se reiteran sus motivos 

tercero a noveno.

Y se tiene, además, presente:

1°)  Que,  la  indemnización  del  daño producido  y  la  acción  para  hacerla 

efectiva,  es  de  máxima  trascendencia  al  momento  de  administrar  justicia, 

compromete el interés público y aspectos de justicia material,  que tienen como 

objeto obtener la reparación íntegra de los perjuicios ocasionados por el actuar de 

agentes del Estado de Chile, ya que así lo mandata la aplicación de buena fe de 

los tratados internacionales suscritos por nuestro país y la interpretación de las 

normas  de  Derecho  Internacional  consideradas  ius  cogens  por  la  comunidad 

jurídica internacional. Dichas normas deben tener aplicación preferente en nuestro 

ordenamiento interno, al tenor de lo que dispone el artículo 5° de la Constitución 

Política  de  la  República,  por  sobre  aquellas  disposiciones  de  orden  jurídico 

nacional  que  posibilitarían  eludir  las  responsabilidades  en  que  ha  incurrido  el  

Estado chileno, a través de la actuación penalmente culpable de sus funcionarios, 

dando cumplimiento de este modo a la Convención de Viena sobre Derecho de los 

Tratados;
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2°)  Que,  para  los  efectos  de  la  determinación  del  daño  reclamado,  es 

conveniente tener en cuenta que el daño moral consiste en la lesión o agravio, 

efectuado culpable o dolosamente, a un derecho subjetivo de carácter inmaterial e 

inherente a la persona y que es imputable a otro. Esta particularidad hace que no 

puedan  aplicarse  al  momento de precisar  su  existencia  y  entidad,  las mismas 

reglas utilizadas para la determinación de daños materiales, pues en tal evento se 

trata de una alteración externa y fácilmente perceptible, lo que no acontece en el  

plano subjetivo. Como lo ha señalado anteriormente esta Corte, entre otros, en el  

pronunciamiento  Rol  N°  17.842-2019,  de  fecha  11  de  octubre  de  2019,  el  

menoscabo moral,  por  su índole  netamente  subjetiva  y porque su fundamento 

arranca de la propia naturaleza afectiva del ser humano, no es, sin duda, de orden 

puramente  económico  y  no  implica,  en  consecuencia,  un  deterioro  real  en  el 

patrimonio de quien lo sufre, susceptible de prueba y de determinación directa, por 

lo que queda enteramente entregado a la regulación prudencial de los jueces de 

instancia, tomando en consideración aspectos como las circunstancias en que se 

produjo y todas aquellas que influyeron en la intensidad del dolor y sufrimiento 

experimentado;

3°)  Que,  en  este  entendido,  acreditados  como  han  sido  los  hechos 

denunciados,  el  contexto  en  que  se  perpetraron  y  la  participación  culpable  y 

penada por la ley de los agentes del Estado que intervinieron, surge la efectividad 

del  padecimiento  del  daño moral,  de manera  que el  Estado debe reparar  ese 

detrimento,  por  el  hecho  de  sus  agentes,  cuya  determinación  concierne  a  la 

prudencia del  tribunal,  y no podría ser  de otro  modo porque materialmente es 
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difícil,  sino  imposible,  medir  con  exactitud  la  intensidad  del  sufrimiento  que le 

provocaron al actor  su detención y sometimientos a torturas y apremios ilegítimos;

4°) Que, en el mismo sentido, es preciso argumentar que la indemnización 

de  perjuicios  por  daño  moral  no  puede  fijarse  recurriendo  únicamente  a  la 

prudencia de los juzgadores, los que deben observar la realidad de cada caso en 

particular y los montos que, en casos similares, se han otorgado, para así tender a 

un trato igualitario entre las víctimas que recurren ante los órganos jurisdiccionales 

y  a  los  baremos  obtenidos  del  estudio  de  la  jurisprudencia  existente  sobre  la 

materia;

5°) Que, el que la determinación del monto dinerario que permita en algún 

modo reparar, mitigar o ayudar a sobrellevar el dolor causado por el hecho ilícito 

asentado, deba necesariamente realizarse prudencialmente, ante la imposibilidad 

de fijar  con alguna exactitud y certeza la suma que sirva a esos objetivos,  no 

conlleva  que  esa  avaluación  sea  arbitraria  y  antojadiza  para  el  órgano 

jurisdiccional,  sino  que  ante  la  imposibilidad  de  concretarla  sirviéndose  de 

fórmulas, pautas o métodos uniformes y universales para todo tipo de situaciones, 

el  tribunal  debe  analizar  cada  caso  en  base  a  sus  especificidades  y 

particularidades,  sopesándolas  con  cautela  y  moderación,  lo  que  por  cierto  le 

entrega mayor flexibilidad para dicha determinación, pero que no implica en modo 

alguno liberarlo del deber de expresar las razones que llevaron a arribar a esa 

conclusión;

6°) Que, sobre la materia el artículo 24, párrafos 1 y 4, de la Convención 

Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones 
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forzadas, establece: “1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por  

"víctima"  la  persona  desaparecida  y  toda  persona  física  que  haya  sufrido  un  

perjuicio  directo  como consecuencia  de  una  desaparición  forzada.  (…) 4.  Los  

Estados Partes velarán por que su sistema legal garantice a la víctima de una  

desaparición forzada el derecho a la reparación y a una indemnización rápida,  

justa y adecuada. (…)”. En tanto, el artículo 63.1 de la Convención Americana  

sobre  Derechos  Humanos,  señala:  “Cuando  decida  que  hubo  violación  de  un  

derecho o  libertad  protegidos  en esta  Convención,  la  Corte  dispondrá  que  se  

garantice  al  lesionado  en  el  goce  de  su  derecho  o  libertad  conculcados.  

Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias  

de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el  

pago de una justa indemnización a la parte lesionada. (…)”;

7°) Que, para desarrollar el contenido de estos elementos resulta imperativo 

recurrir a una fuente de “soft law”, las que según el autor Enrique Lagos, (“Algunas 

tendencias  del  Derecho  Internacional  a  principios  del  S.  XXI”,  en  Anuario 

Mexicano  de  Derecho  Internacional,  vol.  V,  2005,  p.  320)  constituyen  “(…)  el  

derecho que generalmente se expresa a través de declaraciones y resoluciones y  

acuerdos  ejecutivos,  abarcando  una  vastedad  de  temas  y,  dentro  de  este  

contexto, haciendo posible un marco de referencia temporal,  necesario en una  

sociedad en permanente cambio, frente a la ausencia de normas consolidadas en  

tratados o a través de la costumbre”; 

8°) Que, entre las fuentes de “soft law”, útil resulta considerar la Resolución 

de la Asamblea General de las Naciones Unidas 60/147, de 16 de diciembre de 

QXSWXXLCXSQ



2005, que lleva por título “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las 

víctimas de violaciones manifiestas  de las normas internacionales  de derechos 

humanos  y  de  violaciones  graves  del  derecho  internacional  humanitario  a 

interponer recursos y obtener reparaciones”, la cual ha sido previamente aplicada 

por esta Corte (SCS N°29.944-2018 de 26 de marzo de 2019, Nº 29.643- 2018 de 

26 de marzo de 2019 y, Nº 20.362-2018 de 15 de enero de 2019; N° 147.560-2022 

de 14 de diciembre de 2023). 

El Principio VII, de la citada Resolución, en su numeral 11, señala:  “Entre 

los recursos contra las violaciones manifiestas de las normas internacionales de  

derechos humanos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario  

figuran los siguientes derechos de la víctima, conforme a lo previsto en el derecho  

internacional: a)  Acceso igual  y efectivo a la justicia;  b) Reparación adecuada,  

efectiva y rápida del daño sufrido; c) Acceso a información pertinente sobre las  

violaciones y los mecanismos de reparación”. 

Por su parte, en el Principio IX, de la ya referida Resolución que trata sobre 

la “Reparación de los daños sufridos” indica bajo el numeral 15: “Una reparación 

adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia, remediando las  

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o las  

violaciones graves del derecho internacional humanitario. La reparación ha de ser  

proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido. Conforme a su  

derecho  interno  y  a  sus  obligaciones  jurídicas  internacionales,  los  Estados  

concederán reparación a las víctimas por las acciones u omisiones que puedan  

atribuirse  al  Estado  y  constituyan  violaciones  manifiestas  de  las  normas  
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internacionales  de  derechos  humanos  o  violaciones  graves  del  derecho  

internacional humanitario. Cuando se determine que una persona física o jurídica  

u otra entidad está obligada a dar reparación a una víctima, la parte responsable  

deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado si éste hubiera ya  

dado reparación a la víctima”.

En tanto, bajo el numeral 18 de este Principio IX., se afirma el siguiente 

subprincipio:  “Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo  

en  cuenta  las  circunstancias  de cada caso,  se  debería  dar  a  las  víctimas  de  

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de  

violaciones graves del derecho internacional humanitario, de forma apropiada y  

proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, una  

reparación plena y efectiva,  según se indica en los principios 19 a 23,  en las  

formas  siguientes:  restitución,  indemnización,  rehabilitación,  satisfacción  y  

garantías de no repetición”. 

El subprincipio 20 del mismo Principio IX., señala: “La indemnización ha de  

concederse, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a  

las  circunstancias  de  cada  caso,  por  todos  los  perjuicios  económicamente  

evaluables  que  sean  consecuencia  de  violaciones  manifiestas  de  las  normas  

internacionales  de  derechos  humanos  o  de  violaciones  graves  del  derecho  

internacional humanitario, tales como los siguientes: a) El daño físico o mental; b)  

La  pérdida  de  oportunidades,  en  particular  las  de  empleo,  educación  y  

prestaciones sociales; c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el  
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lucro cesante; d) Los perjuicios morales; e) Los gastos de asistencia jurídica o de  

expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y sociales”;

9°) Que, en el mismo sentido se ha pronunciado la Corte Interamericana de 

Derechos  Humanos  al  dictaminar  que  “[…]  no  es  suficiente  que  el  Gobierno  

emprenda una investigación y trate de sancionar a los culpables, sino que es  

necesario,  además,  que  toda  esta  actividad  del  Gobierno  culmine  con  la  

reparación a la parte lesionada. (Cfr. CORTE LD.H.,  Caso Caballero Delgado y 

Santana. Sentencia de 8 de diciembre de 1995. Serie CN” 22, Párr. 58);

10°) Que, teniendo presente los hechos asentados en el fallo que se revisa, 

en donde ha quedado acreditado que el demandante estuvo injustamente privado 

de su libertad  por  el  lapso de un día en el  que fue torturado por  agentes  del 

estado,  la  misma debe ser  reparada,  dado el  actuar  ilegal  de los  agentes  del  

Estado, ponderando la extensión de la privación a fin de determinar el monto de la 

indemnización.

Y visto, además, lo dispuesto en los artículos 10, 40 y 425 del Código de 

Procedimiento Penal, en relación con los artículos 6, 38 y 19 numerales 22 y 24 de 

la  Constitución  Política  de  la  República  y  186  y  siguientes  del  Código  de 

Procedimiento Civil, se decide:

Por estas consideraciones y visto además lo dispuesto en los artículos 170, 

186, 187 y 227 del Código de Procedimiento Civil, artículos 1551, 2314 y 2329 del 

Código Civil y los artículos 6, 38 y 19 Nros. 22 y 24 de la Constitución Política de 

la República, se revoca parcialmente la sentencia apelada de diez de junio de dos 

mil veintidós, y en su lugar se resuelve que la demanda queda acogida, por lo que 
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se le condena al demandado a pagar la suma de $ 10.000.000 (diez millones de 

pesos) en favor del actor don José Norvio González Mella, como resarcimiento 

del daño moral padecido, suma que devengará reajustes e intereses a contar de 

que esta sentencia quede ejecutoriada.

Estimándose que la demandada ha tenido motivo plausible para litigar, se la 

exime del pago de las costas, en lo que se refiere al fondo del asunto. 

Regístrese y devuélvase.

Redacción a cargo de la Abogada Integrante Sra. Etcheberry

Rol N° 119318-2023

Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros 

Sres. Manuel Antonio Valderrama R., Leopoldo Llanos S., Jean Pierre Matus A., y 

los Abogados Integrantes Sra. Leonor Etcheberry C., y Sr. Carlos Urquieta S. No 

firma el Ministro Sr. Llanos y el Abogado Integrante Sr. Urquieta, no obstante haber 

estado en la vista de la causa y acuerdo del fallo,  por estar con feriado legal y 

ausente, respectivamente.
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En Santiago, a ocho de julio de dos mil veinticuatro, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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